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INFORME No. 22/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 11.338
PERÚ

20 de marzo de 2013
PRESUNTA VÍCTIMA:
Jesús Vera Virgilio y otros
PETICIONARIOS:
Centro de Estudios y Acción para la Paz (CEAPAZ)
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
24 de agosto de 1994
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El peticionario manifestó que el 1º abril de 1994, el ejército peruano inició acciones militares contrasubversivas al margen del río Huallaga, específicamente en las zonas ubicadas frente a las localidades Moyuna y Moena, departamento de Huánuco. Señaló que miembros del ejército dispararon proyectiles desde helicópteros en contra de los civiles y que columnas terrestres atacaron las comunidades, torturaron a los sobrevivientes y violaron a las mujeres. Indicó que el 8 de abril de 1994, tales ataques se intensificaron y grupos militares ingresaron a las zonas de Venenillo y Bolognesi por medio de botes y asesinaron entre 40 y 60 personas, las cuales figuran como víctimas en la presente denuncia. Señaló que los hechos narrados se pusieron en conocimiento del Fiscal de Tingo María, quien obstruyó las investigaciones.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

2. En la respuesta inicial, recibida el 23 de noviembre de 1994, el Estado alegó que los hechos denunciados estaban siendo investigados por el Ministerio Público. Indicó que, de acuerdo al ordenamiento jurídico peruano, las supuestas violaciones podían ser investigadas a través de un procedimiento penal o de un recurso de habeas corpus. Por tanto, los recursos internos no habían sido debidamente agotados por los peticionarios. Luego, en oficio de 25 de junio de 1998, el Estado hizo constar que la denuncia penal en contra de los probables responsables de tales delitos había sido archivada, en virtud del auto de extinción de la acción penal por amnistía en favor de los inculpados.

3. El 6 de octubre de 2004, el Estado informó que con base en el informe realizado por la Comisión de la Verdad y Reconciliación, había suficientes elementos que permitían presumir que la muerte de las víctimas había acontecido en la ejecución de las operaciones contrasubversivas en la provincia de Leoncio Prado, Departamento de Huánuco, mejor conocidas como “Plan Aries”. 

III. TRÁMITE ANTE LA CIDH
4. El 11 de agosto de 1994 se recibió la petición 11.338, la cual fue trasladada al Estado el 24 de agosto de 1994 con el plazo de noventa días para que presentase su respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El 8 de septiembre de 1994, el Estado solicitó la concesión de una prórroga.   

5. El Estado presentó su respuesta el 23 de noviembre de 1994. El 1º de diciembre de 1994 la CIDH remitió al Estado una comunicación, la cual fue respondida por el Estado el 6 de diciembre de 1994.  El 25 de febrero de 1995, el peticionario presentó información adicional.

6. El 7 de enero de 2003, la CIDH solicitó a ambas partes que remitieran información actualizada sobre el asunto en un plazo de 30 días. El Estado contestó a la anterior solicitud el 18 de febrero y 5 de marzo de 2003. Esta información fue enviada al peticionario el 13 de marzo de 2003 con un plazo de un mes para presentar observaciones. 

7. El 19 y 20 de mayo de 2004 la Comisión informó a las partes que, con base en el artículo 37.3 del Reglamento de la CIDH entonces vigente, el tratamiento sobre la admisibilidad del asunto se había diferido hasta la decisión sobre el fondo y solicitó a ambas partes que presenten sus observaciones adicionales sobre el fondo en un plazo de dos meses. El 23 de julio de 2004, el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH el 30 de agosto de 2004. El 4, 6 y 20 de octubre de 2004, el Estado remitió información, la cual fue transmitida al peticionario el 11 de noviembre de 2004  con el plazo de un mes para presentar observaciones.

8. El 28 de abril de 2011 la CIDH remitió una comunicación a las partes en la que se puso a disposición para llegar a un acuerdo de solución amistosa y solicitó que enviaran sus observaciones adicionales en un plazo de 30 días. El 18 de mayo de 2011, el Estado remitió un informe en el que solicitó a la CIDH que archivara la presente petición debido a la falta de impulso procesal por parte del peticionario. Esta comunicación fue transmitida al peticionario el 27 de junio de 2011 para que presentara sus observaciones en el plazo de un mes. El 31 de julio de 2012, la CIDH reiteró al peticionario las anteriores comunicaciones y le comunicó que, de no enviarse información en el plazo de un mes, se podría archivar el expediente. El 6 de febrero de 2013, la CIDH reiteró al peticionario las solicitudes de información efectuadas el 28 de abril y 27 de junio de 2011 y de 31 de julio de 2012, y le informó que de no recibirse tal información en el plazo de un mes se podría archivar el expediente.

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

9. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana como el artículo 42.1 del Reglamento de la Comisión Interamericana establecen que en cualquier etapa del procedimiento, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y, en cualesquiera de los casos, ordenará el archivo del expediente.

10. En el presente caso, el peticionario presentó la última comunicación ante la CIDH el 25 de febrero de 1995 y, a la fecha, no ha respondido a las solicitudes de información efectuadas en múltiples fechas, más recientemente el 31 de julio de 2012 y 6 de febrero de 2013. Así pues, toda vez que han transcurrido más de 17 años desde tal comunicación del peticionario, y dado que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad y/o fondo de la denuncia, la CIDH decide archivarla, de conformidad con los artículos 48.1.b de la Convención y 42.1 de su Reglamento.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2013. (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
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